




 

se remitió burofax a la demandada, que no contestó, pero se 
aprovechó para reclamar la devolución de los aparatos. La 
demanda prosigue con los fundamentos de derecho y termina 

contra los derechos al honor, a la intimidad personal, propia 
imagen y protección de datos de la actora, por su inclusión en 

-
demandada viene obligada a eliminar a la demandante de 
cualquier fichero de morosos y a resarcirle por la lesión de 
dichos derechos; se condene a la interpelada a indemnizar a la 
actora en la su
intereses legales desde la fecha de la reclamación 

para retirar los datos de doña  de los ficheros de 
solvencia patrimonial en que aún figuren, comunicándolo por 
escrito a la actora y a quienes se hubiesen cedido los datos; 
todo ello con imposición de costas a la parte demandada. 
 

SEGUNDO.- 
en resumen, que la deuda procede del impago de los servicios 
contratados; que las facturas impagadas alcanzan el saldo 

suman dicha cantidad; que ésta es la suma que se registró; que 
la deuda es cierta, vencida, líquida, exigible y no fue 
discutida judicial ni administrativamente; que se hizo el 

que la notificación fehaciente del requerimiento de pago no es 
una exigencia legal; que esta parte también advirtió que en 
caso de impago los datos podrían incluirse en un fichero de 
morosidad; que ya se ha cursado la baja preventiva de la 
demandante en el registro; que no ha habido vulneración 
normativa; y que la indemnización pedida es arbitraria y no se 
acomoda a las circunstancias del caso ni a la jurisprudencia 
sobre el particular, ni se prueba el daño padecido. La 
contestación continúa con los fundamentos jurídicos y culmina 
suplicando sentencia desestimatoria con imposición de costas a 
la parte contraria. La sentencia de instancia estimó los 
planteamientos de la parte demandante, a excepción de la 
indemnización pedida, que rebajó, e incluyó el fallo 
condenatorio que hemos transcrito líneas atrás. La compañía 
demandada no se conforma y formula apelación, alegando error 
en la valoración de la prueba y vulneración de la 
jurisprudencia aplicable. Reitera los argumentos desgranados 
en la contestación y concluye interesando la revocación de la 
sentencia con imposición de costas a la parte contraria. La 
actora, sin formular impugnación, se opone al recurso por 
varias causas de inadmisibilidad y, subsidiariamente, solicita 
su desestimación por los mismos motivos esgrimidos en la 
demanda, todo ello con costas para la sociedad apelante. El 





 

39 de esta última disposición exigen una deuda cierta, 
vencida, exigible y no controvertida, que no hayan pasado más 
de 6 años desde la fecha en que debió hacerse el pago, 
requerimiento previo de pago y, en el momento de efectuar este 
requerimiento, información al deudor de que en caso de impago 
los datos relativos al mismo pueden ser comunicados a ficheros 
sobre el cumplimiento de obligaciones dinerarias. En caso de 
prueba de incumplimiento de alguno de los requisitos 
anteriores no pueden incluirse los datos personales en los 
ficheros por imperativo de lo dispuesto en el propio Art. 38, 
en su apartado 2. Al lado de todo lo anterior hemos de colocar 

ue 
derogó la anterior Ley Orgánica 15/99, de Protección de Datos 
de Carácter Personal, y a la que el Real Decreto 1720/2007 
servía de complemento. Este precepto establece, al referirse a 

prueba en contrario, se presumirá lícito el tratamiento de 
datos personales relativos al incumplimiento de obligaciones 
dinerarias, financieras o de crédito por sistemas comunes de 
información crediticia cuando se cumplan los siguientes 
requisitos: c). Que el acreedor haya informado al afectado, en 
el contrato o en el momento de requerir el pago, acerca de la 
posibilidad de inclusión en dichos sistemas, con indicación de 

se desprende del tenor literal de este precepto es la 
necesidad de hacer el previo requerimiento de pago y sólo 
contempla la posibilidad alternativa de informar de la 
eventual inclusión en los ficheros bien en el propio contrato 
bien en el momento de hacer el requerimiento, como esta Sala 
ya ha declarado con anterioridad (cfr. Sentencias de 22 de 
Octubre de 2021 nº 385-, de 10 de Noviembre de 2021 nº 420-
y de 9 de Diciembre de 2021 nº 464-). No cabe interpretar que 
ya no resulta exigible el envío de un previo requerimiento en 
el caso de que se hubiera informado al cliente, en el momento 
de la contratación, de su posible inclusión en registros de 
solvencia patrimonial en caso de impago, como sostiene la 
compañía demandada. De modo que las exigencias de los Arts. 
38.1 y 39 del Real Decreto 1720/2007 siguen teniendo que 

no es incompatible con tales normas y no les produce efecto 
derogatorio. La conclusión es que si falta un requerimiento 
previo de pago realizado adecuadamente ya no es correcta la 
inclusión en los ficheros de solvencia. 
 

QUINTO.- En lo que respecta a la deuda, sostiene doña 

vemos que no se reclama cantidad alguna. Lo único que se pide 
es que se devuelva el equipamiento de internet antes de 15 







 

 Devuélvase a la apelante el depósito constituido para 
recurrir. 

Llévese copia al protocolo de sentencias dejando el 
original digitalizado.  
  

Notifíquese la presente resolución judicial al Ministerio 
Fiscal y a las partes haciéndoles saber que las resoluciones 
definitivas de las Audiencias Provinciales, de conformidad con 
lo dispuesto en el Art. 466 LEC, son susceptibles de los 
recursos extraordinario por infracción procesal y de casación, 
en los casos, por los motivos y con los requisitos señalados 
en los Arts. 469 y siguientes, 477 y siguientes, y Disposición 
Final 16ª, todos ellos de la LEC, debiendo interponerse en el 
plazo de veinte días hábiles ante este Tribunal constituyendo 
un depósito de 50 euros en la cuenta de consignaciones de este 

nº , e indicando el expediente, con cuatro cifras más 
dos del año, y el tipo de recurso (04: Extraordinario por 
infracción procesal y 06: Por casación).  
 
 
 Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.- 
 
 
 
 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación 
de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que 
requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 

  




